DECRETERO DE SENTENCIAS
//tevideo, 4 de octubre de 2012.
No. 623


V I S T O S : 




Para sentencia definitiva, estos autos caratulados: ÁLVAREZ BLANCO, MARTA IRIS con INTENDENCIA DEPARTATMENTAL DE RÍO NEGRO. Acción de nulidad”  (Ficha No. 629/11). 



R E S U L T A N D O : 
 


I) La acción de nulidad se dirigió contra  la Resolución Nº 655 de 23 de junio de 2011, dictada por el Intendente Departamental  de Río Negro, por la cual se le aplicó una sanción de retrogradación de categoría   (lit. F del art. 61 del Estatuto del Funcionario Municipal de Río Negro), a título de recomposición del contenido de la Resolución Nº 10 de fecha 12 de enero de 2004, que fuera anulada por Sentencia del T.C.A Nº 847/2010, en la redacción dada por la Sentencia Nº 154 de fecha 1º de marzo de 2011 al haberse padecido un error material en los Resultandos de aquella (fs. 5 de los A.A y fs. 20 del ppal).-

   


II) En su memorial de agravios la accionante expresó que el acto impugnado era ilegítimo por violación a multiplicidad de reglas de derecho. 

 
En primer término,  señaló que era  nulo por desconocer el fallo anulatorio dictado por el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, por el cual se dispuso que no había incurrido en falta grave porque no cometió las infracciones que se le imputaban, y únicamente consideró probado que aquella no hizo constar en forma escrita su observación, es evidente que no se le puede aplicar la segunda sanción más grave prevista en el Estatuto del Funcionario, con el valor infamante que ello encierra.

 
Agregó que la resolución procesada viola el principio de jerarquía, por cuanto es contraria a los arts. 7, 72, 82, 275, Num. 1º y 2º, 309 y 311 de la Constitución, así como a los arts. 1º, 98, 99 y 100 del Decreto Ley Nº 15.524.

 
Que la sentencia que ampara una demanda anulatoria es de naturaleza constitutiva, en la medida en que el Tribunal procede a la anulación del acto administrativo, extinguiendo con carácter retroactivo la situación jurídica originada por el mismo. 

 
En consecuencia, y en cumplimiento de la sentencia referida, la compareciente debía ser restituida al cargo de Directora Municipal de Hacienda, cargo que desempeñaba a la fecha de la destitución, debiendo asimismo procederse al pago de los sueldos y beneficios correspondientes a dicho cargo desde el 12 de enero de 2004 hasta la fecha, con más devolución de medios sueldos y reajuste Ley 14.500.

 
En segundo lugar, adujo que el acto era nulo por reiteración de la violación del principio de proporcionalidad. En el caso no se ha fundado, ni mínimamente, la calificación de la falta como grave, ni se han considerado las circunstancias que rodeaban el caso, que fueran apreciadas en la parte expositiva del fallo anulatorio. Tal modo de proceder era irrazonable y adiciona al acto un vicio de motivación.

 
Indicó que, por virtud de la referida sentencia del T.C.A., pasó en autoridad de cosa juzgada que el uso dado por el Intendente Ruben Rodríguez a los fondos recibidos del M.V.O.T.M.A. y el M.T.O.P. se verificó al amparo del art. 74 del TOCAF, y que la falta comprobada a la accionante ha sido el solo hecho de no hacer constar en forma escrita su observación. Tales hechos no admiten discusión alguna, y no pueden ser objeto de revisión, por expreso mandato constitucional (arts. 310 y 311) y legal (Leyes 15.524 y modificativas). Por ende, de decidirse por una eventual sanción, ésta debía ser proporcionada a la falta comprobada.

 
Afirmó, entonces, que la falta, a lo sumo, podía  ser calificada como leve, de acuerdo al art. 67, lit. a), del Estatuto, y la sanción debería consistir en una advertencia u observación (art. 61), normas éstas que no han sido respetadas en la especie, lo mismo que el art. 66 que regula el régimen de atenuantes y agravantes.

 
En tercer término, alegó que el acto es nulo por motivación insuficiente y errónea. Lo primero porque no se expresaron los motivos por los cuales se la sanciona. Y lo segundo, por cuanto el Considerando II resulta equivocado, ya que la eventual recomposición del acto sancionatorio debe tener como fundamento o motivo la falta comprobada por el T.C.A. en el fallo anulatorio, y no la “comprobada en el expediente sumarial”, que es lo que se expresa en dicho Considerando.

 
En cuarto lugar, manifestó que la resolución era inválida por violar el principio de irretroactividad de los actos administrativos, al sustraer al patrimonio de la compareciente los importes retributivos debidos.

 
Por último, señaló que el acto era nulo por haberse dictado con desviación o abuso de poder, lo cual surge de los siguientes extremos: la contumacia en imponer sanciones manifiestamente desproporcionadas con la falta comprobada por el Tribunal; la retroactividad del acto sancionador, con el deliberado propósito de afectar la liquidación de haberes a que tiene derecho la actora; la absurda pretensión de inaplicabilidad de la Ley 14.500; y la repetición de argumentos mendaces para justificar la sanción, atribuyéndole actos que menoscaban públicamente su honor y prestigio, infiriéndole graves perjuicios morales.

 
En definitiva, solicitó la anulación de la resolución impugnada.

 


III) La demandada sostuvo en su defensa que la resolución atacada fue  dictada conforme a la sentencia del Tribunal y a las normas constitucionales y legales vigentes.

 
Que debía  tomarse en cuenta que el T.C.A. procedió a anular el acto sancionatorio anterior, “sin perjuicio de su eventual recomposición dentro de los límites atribuidos a la Administración”, precisando que la resolución impugnada se dictó previa consulta al Tribunal de Cuentas sobre la forma en que se proyectaba dar cumplimiento a la sentencia mencionada, atento a lo dispuesto en los arts. 560, 575 y 581 de la Ley 15.903, dictamen que constituyó el fundamento de la calificación de la falta como grave, lo que así se expresó en el Considerando Nº III.

 
Sostuvo, asimismo, que recomponer el acto anulado significaba dictar un acto en sustitución del anterior y por consiguiente en la fecha en que el mismo se dictó. Por ende, no puede reprochársele la retroactividad que se le ha otorgado a la presente resolución.

 
Concluyó que no había en el caso desconocimiento del fallo anulatorio, ni violación de normas legales ni constitucionales, ni vulneración de los principios de jerarquía y discrecionalidad, ni motivación insuficiente o errónea, ni quebrantamiento del principio de irretroactividad, ni desviación o abuso de poder.

 
Por todo lo cual, solicitó la confirmación del acto impugnado.

 


IV) Consta además que :- Por Decreto Nº 9354/2011, de fs. 72, se consideró que no procedía la apertura de la causa a prueba, ordenándose el pase de los obrados a la Procuraduría del Estado en lo Contencioso Administrativo.

 


V) Pasados los autos al Sr. Procurador del Estado en lo Contencioso Administrativo (Dictamen Nº 120/2012) a fs. 74, aconsejó el acogimiento de la acción incoada y la aplicación a la demandada de las condenas procesales pertinentes, y citadas las partes para sentencia, previo pase a estudio, se acordó en forma.-

C O N S I D E R A N D O :
 


I) Que en la especie se han acreditado los extremos legales habilitantes requeridos por la normativa vigente (arts. 4 y 9 de la Ley N° 15.869) para el correcto accionamiento de la acción de nulidad.

 
En efecto, el acto se notificó en forma  personal a la actora, con fecha 24/6/11 (fs. 9 A.A.).- Contra el mismo se interpuso Recurso de reposición, con fecha 4/7/11 (fs. 10 A.A.), recayendo resolución denegatoria expresa, operada por el dictado de la Resolución del Intendente Municipal de Río Negro Nº 864 de fecha 22/8/11 (fs. 36 A.A.), el que fue notificado a la actora con fecha 23/8/11 (fs. 38 A.A.), por lo que la Acción de Nulidad fue promovida en plazo, con fecha 30/9/11 (fs. 48 de autos).-

 


II) A los efectos de una mejor elucidación del caso en examen, liminarmente, cabe recordar los antecedentes del acto impugnado.- 

 
Estos se remontan a una investigación administrativa practicada en el año 2002 en la Intendencia Municipal de Río Negro, la cual fuera ordenada a raíz de la constatación de determinadas irregularidades en el uso de fondos públicos, consistentes en la trasposición de $ 450.000 y US$ 260.000 recibidos del M.T.O.P. y del M.V.O.T.M.A. para la ejecución de determinadas obras, fondos que fueran afectados temporalmente a otros destinos.


Culminada dicha investigación administrativa, y ante la comprobación de faltas administrativas relacionadas con irregularidades en la Administración y manejo de los fondos públicos recibidos para ejecutar obras por Convenios, se entendió que existía responsabilidad personal y directa de la accionante en su carácter de Directora del Departamento Municipal de Hacienda, al no haberse opuesto en forma expresa al desvío de fondos, por lo que se aconsejó se le instruyera sumario administrativo.

 
El sumario en cuestión culminó con el dictado de la Resolución Nº 10 del Intendente Municipal de Río Negro, de fecha 12 de enero de 2004, por la que se resolvió exonerar a la actora del cargo de Directora del Departamento Municipal de Hacienda.

 
La accionante impugnó de nulidad dicha resolución ante esta Sede, en los autos caratulados “ÁLVAREZ, MARTA con INTENDENCIA MUNICIPAL DE RÍO NEGRO. Acción de nulidad” (Ficha No. 576/04).

 
Este Tribunal por Sentencia Nº 847/2010, con la corrección del error material realizado en Sentencia Nº 154/2011 amparó la demanda incoada, anulando la resolución atacada.-


Posteriormente al dictado de dicha sentencia, la Intendencia dispuso consultar al Tribunal de Cuentas respecto de la posibilidad de recomponer el acto anulado, adecuando la sanción a aplicarse a la actora (fs. 1 A.A.). El Tribunal de Cuentas se expidió por resolución de fecha 15 de junio de 2011 (fs. 4 A.A.).

 
El expediente administrativo regresó a manos del Intendente, quien aprobó el dictado de la resolución impugnada en estos autos, por la cual se resolvió aplicar a la accionante una sanción de retrogradación de categoría, a título de recomposición del contenido de la Resolución Nº 10 de fecha 12 de enero de 2004, acto contra el cual se alzó la accionante.-

 


III) En cuanto al fondo, a juicio del Tribunal y coincidiendo en lo sustancial con el dictamen de la Procuraduría del Estado en lo Contencioso Administrativo, se estima que el acto en causa resulta violatorio de la regla de derecho, por lo que se habrá de amparar la demanda y en su mérito se anulará el acto atacado.-

 
En tal sentido, son de recibo los agravios expuesto por la accionante, quien fundó su pretensión anulatoria en que el acto encausado desconoció el fallo anulatorio dictado por el Tribunal; y reiteró la violación al principio de proporcionalidad; la motivación fue insuficiente y errónea; se vulneró el principio de irretroactividad de los actos administrativos; y desviación o abuso de poder.-

 


IV) En primer lugar, por la Resolución en proceso la Intendencia Departamental de Río Negro vulneró lo dispuesto en la Sentencia del T.C.A. Nº 154/2011, la cual resulta vinculante para la Intendencia demandada.

 
La referida sentencia, calificó a la falta cometida por la funcionaria como de escasa gravedad, en atención a lo cual, decidió anular el anterior acto administrativo sancionatorio, por considerarlo desproporcionado con respecto a la infracción imputada pero la demandada hizo una incorrecta interpretación de la misma.-

 
Tal como emerge de dicho fallo, la falta que le fuera imputada a la actora en el procedimiento sumarial consistió en no haber observado, en forma expresa y fundada, el uso de determinados fondos para otros destinos y así se consignó en la parte expositiva conforme surge del  Considerando VI) donde se señala expresamente  que “lo que se imputa a la actora en definitiva fue, no haber cumplido con su responsabilidad funcional al no observar en forma expresa y  fundada el uso de dichos fondos para otra cosa que no fuera los convenios.


 No obstante, surge de la interlocutoria que archiva el proceso penal que la Cra. Álvarez habría aconsejado no desviar los fondos.- Que el presumario seguido al Intendente por Abuso de Funciones fue archivado sin imputación penal de parte del fiscal actuante (fs. 146 ppl).


 Por tanto, si la nota solicitando la cancelación de Plazo Fijo y su traspaso a la Caja de Ahorros fue suscrita por la actora, el Intendente y otro funcionario; si la conducta que asumió el Intendente, que tenía la administración de los fondos, no fue de la gravedad pretendida.- La máxima sanción que se impuso a la actora por el solo hecho de no hacer constar en forma escrita su observación, se advierte desproporcionada en relación a la falta comprobada, por lo que procede anular el acto, sin perjuicio de su eventual recomposición dentro de los límites atribuidos a la Administración”.-.

 
Por tanto, si en el proceso de recomposición funcional de la actora se le vuelve a imponer una sanción grave como lo es la retrogradación de categorías (lit. F del art. 61 y art. 63 del Estatuto del Funcionario de la Intendencia Municipal de Río Negro), es evidente que se está desconociendo en forma flagrante el fallo de la Corporación.

 
Obsérvese que del elenco de sanciones previstas en el Estatuto mencionado, la retrogradación es de las más gravosas junto a la exoneración del cargo simple o con sometimiento a la justicia (que fue la sanción impuesta anteriormente). 

 
El Estatuto del Funcionario, agregado a fs. 28 y ss. de autos, estatuye que las faltas son clasificadas en leves, intermedias y graves, de acuerdo a la enumeración prevista en el art. 67, por lo que de acuerdo a lo analizado a lo largo del citado fallo, al estimar que la conducta de la actora no revistió la gravedad pretendida, entendió que se estaba en presencia de una falta leve o a lo sumo intermedia, pero nunca ante una falta grave.

  
Siendo así, la calificación que se realiza por intermedio del acto aquí impugnado, en el cual la Intendencia vuelve a catalogar a la falta de la actora como grave, resulta violatoria, no solamente de lo dispuesto en las normas estatutarias, sino también de lo fallado por esta Corporación en la sentencia multicitada, la cual ha pasado en autoridad de cosa juzgada y resulta, por ende, vinculante para las partes del proceso en que se dictó.

  
Dicha calificación de la falta como grave tiene como corolario la consecuente antijuridicidad de sancionar la misma con la retrogradación de categoría, la cual constituye una de las sanciones más fuertes previstas en el art. 61 del Estatuto, estipulada indudablemente para infracciones de mayor gravedad que la analizada en estos autos.

 


V) Lo expuesto, por sí solo, resulta suficiente para concluir que el acto impugnado inficiona la regla de derecho, y eximiría de otra consideración sobre los restantes agravios.-

 
No obstante, y en atención a que también fueron parte del contradictorio, cabe señalar que dicho acto viola principios como el de proporcionalidad de las sanciones y el de irretroactividad de los actos administrativos.

 
Conforme viene de señalarse, la falta administrativa cometida por la funcionaria debía ser calificada como leve o intermedia, aplicando la sanción correspondiente a dicha calificación.


Sin embargo, la Administración aplica nuevamente a la misma una sanción grave, porque la “Retrogradación de categorías” se encuentra ubicada en el antepenúltimo literal, antes de la “Exoneración del cargo”.


Sin duda alguna la sanción aplicada se corresponde con las faltas que revisten la calidad de graves, calificación que la Administración se encontraba inhibida de efectuar, por lo que el principio de proporcionalidad resultó vulnerado, dado lo manifiestamente excesivo de la sanción, respecto a la leve falta que fuera imputada.

  


VI) En cuanto al principio de irretroactividad de los actos administrativos, el mismo resulta quebrantado al disponerse, en el Considerando VII del acto, que el reintegro de los haberes adeudados debe ser calculado “sobre la base de la dotación actual correspondiente al grado que le será asignado”.

  
Ello supone otorgar efectos retroactivos a la retrogradación, al pretender que la misma rija no desde el momento de dictado del presente acto, sino desde la fecha de emisión del anterior acto sancionatorio, lo cual resulta totalmente inadmisible.

 


VII) Por otra parte, la motivación del acto resulta errónea, especialmente la contenida en el Considerando II, porque si entendía justificado recomponer el acto de acuerdo a la sentencia anulatoria de este Tribunal, es manifiesto que la IMRN hizo una valoración inexacta e incongruente de la situación jurídica en que se encuentra, viéndose tal vicio  reflejado en la parte dispositiva de la misma.

 


VIII) En cambio no es de recibo la desviación o abuso de poder alegado, o por lo menos que ese haya sido el motivo especial que llevó a la Administración a dictar el acto en proceso.-

 


IX) En conclusión, conforme viene de analizarse, la volición resistida se encuentra contaminada con múltiples vicios que la inficionan irremediablemente de nulidad, y es ilustrativo lo manifestado por el Dr. DELPIAZZO -en consulta agregada a fs. 41 y ss. de autos- en cuanto a que “…Pocas veces es posible encontrar un acto administrativo en el que la contrariedad a la regla de derecho -ilegitimidad en los términos del art. 23, lit a), del decreto ley 15.524 de 9 de enero de 1984- se advierta con tanta nitidez a través de multiplicidad de aspectos concluyentes…”.




X) Por último, a juicio de los integrantes del Tribunal, se estima que en el proceso,  la demandada, al desconocer un fallo de este Tribunal, actuó con ligereza culpable, por lo que se le impondrán las costas del juicio.-

 
Por lo expuesto, y lo dispuesto en los arts. 309 y 310 de la Constitución; 22, 28 y 38 del D.L. Nº 15.524 y con el Procurador del Estado en lo Contencioso Administrativo, el Tribunal por unanimidad


F A L L A :




  Ampárase la demanda, y en su mérito, anúlase el acto impugnado.
Las costas a cargo de la demandada.-



A los efectos fiscales, fíjanse los honorarios del abogado de la parte actora, en la cantidad de $20.000   (pesos uruguayos veinte mil).



Oportunamente, devuélvanse los antecedentes administrativos agregados; y archívese.

Dr. Preza, Dr. Harriague, Dra. Sassón (r.), Dr. Gómez Tedeschi, Dr. Tobía. Dr. Marquisio (Sec. Letrado).
